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Señor Presidente, distinguidos expertos, señor Secretario Ejecutivo del Comité Interamericano contra el Terrorismo: 

En nombre de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, agradezco la oportunidad de participar en esta importante reunión de expertos en relación con las mejores prácticas y las experiencias nacionales en la adopción de medidas contra el terrorismo, desde la perspectiva de los derechos humanos. En mi exposición en este panel, que me complace compartir con el Secretario Ejecutivo del Comité Interamericano Contra el Terrorismo, me centraré en el papel de la Organización de los Estados Americanos para garantizar la protección de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo y en las posibles áreas de cooperación en esta tarea.

El terrorismo y la violencia, y el miedo que estos perpetúan, han constituido un rasgo predominante e inquietante de la historia moderna de las Américas. En consecuencia, el papel de los derechos humanos en la adopción de medidas contra terrorismo ha constituido una parte significativa del trabajo de la Comisión desde su creación en 1959. Los eventos trágicos del 11 de septiembre de 2001 confirman a todos que el terrorismo sigue siendo una amenaza grave contra la paz y la seguridad internacionales y regionales, y demostraron que el terrorismo moderno puede causar un daño inimaginable a sus poblaciones. 

En los dos años y medio transcurridos desde el 11 de septiembre, los órganos de la Organización de los Estados Americanos, al igual que los Estados miembros, individualmente, han adoptado numerosas medidas para abordar esta renovada amenaza terrorista. Estos esfuerzos incluyen la aprobación de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo, el 3 de junio de 2002, y la publicación del Informe de la Comisión Interamericana sobre el Terrorismo y los Derechos Humanos, en diciembre de 2002. En ambos documentos se recalca la necesidad de que las medidas antiterroristas se adopten con pleno respeto por el régimen de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales. Por tanto, es apropiado y estimulante que se haya convocado esta reunión de expertos para abordar las mejores prácticas de los Estados desde la perspectiva de los derechos humanos. 

En este contexto, quizá corresponda comenzar recordando las principales conclusiones del Informe de la Comisión Interamericana sobre el Terrorismo y los Derechos Humanos. Para conveniencia de los presentes, hemos distribuido copias del Resumen Ejecutivo y de las Recomendaciones de ese informe. 

En el informe, al analizarse el papel de los compromisos internacionales sobre derechos humanos a la luz de las características imperantes del terrorismo, se indica, en términos por demás claros, que los gobiernos de las Américas están obligados a tomar las medidas necesarias para prevenir el terrorismo y otras formas de violencia y para garantizar la seguridad de sus pueblos. Sin embargo, los Estados también siguen vinculados en todo momento a sus obligaciones en materia de derechos humanos, supeditadas sólo a las suspensiones o restricciones que admite el derecho internacional cuando se halla amenazada la vida de la nación.

En el informe se reconoce, como parte de su metodología, que la violencia terrorista puede manifestarse en tiempos de paz, en estados de emergencia y en situaciones de guerra y, por ende, se tratan las obligaciones de los Estados conforme al derecho internacional sobre derechos humanos y al derecho sobre los conflictos armados. En el informe se consideran las normas de protección conforme a esos regímenes de derecho en seis ámbitos principales, a saber: el derecho a la vida, el derecho a un trato humano, el derecho a la libertad y la seguridad personales, el derecho a un juicio imparcial, el derecho a la protección judicial y a la no discriminación, el derecho a la libertad de expresión y la protección para los inmigrantes, refugiados, solicitantes de asilo y otros extranjeros. 

Cada uno de estos aspectos se trata exhaustivamente en capítulos separados del informe. El informe indica, por ejemplo, que todas las iniciativas de los Estados miembros deben cumplir plena y estrictamente la obligación de asegurar a todas las personas igual protección ante la ley y prohibir cualquier tipo de discriminación. Con respecto al derecho a un trato humano, se hace hincapié en que nunca debe someterse a los detenidos a torturas o a otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, por medio de las condiciones de detención, métodos de interrogatorio u otros recursos similares, y en que el trato a los detenidos debe estar sujeto a mecanismos de supervisión apropiados, conforme lo estipulan los regímenes de derecho internacional aplicables, en tiempos de paz y de guerra. Sobre el derecho a un juicio imparcial, en el informe también se enfatiza que a las personas acusadas de delitos terroristas debe acordársele, en todas las circunstancias, las protecciones fundamentales del debido proceso, incluidos el derecho a la notificación inmediata y detallada de los cargos en su contra, el derecho a contar sin demora con la asistencia de abogado y el derecho a juicio público. En el informe también se admite que la detección y obstrucción de los recursos financieros y de otra índole que posean los grupos terroristas son reconocidas ampliamente como una estrategia importante para impedir las operaciones de esos grupos. Al mismo tiempo, recalca que las estrategias de esta naturaleza deben tomar en cuenta el hecho de que el uso y goce de la propiedad constituyen un derecho fundamental protegido por los instrumentos interamericanos de derechos humanos, y también pueden afectar el derecho a la privacidad. El informe concluye con una serie de recomendaciones para que los Estados miembros de la OEA pongan en práctica las conclusiones de la Comisión. 

Es importante observar que el Informe de la Comisión tenía el propósito de brindar a los Estados miembros alguna orientación en la adopción de leyes y reglamentos antiterroristas de acuerdo con el derecho internacional. Al respecto, un ejemplo importante de una de las maneras en que la OEA y sus órganos pueden cooperar para garantizar el respeto por los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo es la interacción entre la Comisión y los gobiernos de cada Estado miembro. La Comisión ha alentado, y seguirá alentando, a los Estados miembros a que incorporen estas recomendaciones a sus deliberaciones e iniciativas antiterroristas. Además, de acuerdo con sus funciones y competencias, y sujeto a las limitaciones financieras, la Comisión sigue disponible para asesorar a los Estados y atender a las consultas que estos les formulen en relación con las repercusiones de sus iniciativas antiterroristas para los derechos humanos.

La experiencia y capacidad técnica de la Comisión puede ser especialmente útil para los órganos e instituciones de los Estados miembros que son los principales responsables de velar por la protección de los derechos humanos. Ellos incluye particularmente a los más tribunales de justicia y a los funcionarios gubernamentales encargados de formular e implementar las leyes y políticas antiterroristas. Por lo tanto, es necesario fomentar y profundizar las oportunidades de interacción entre estos órganos y la Comisión. 

La función de asesoramiento de la Comisión puede ampliarse inclusive más allá de los Estados miembros, e incluir a otros órganos e instituciones de la OEA. Por ejemplo, a criterio de la CIDH es fundamental, para la labor del Comité Interamericano Contra el Terrorismo, que conozca y considere debidamente las normas de derechos humanos aplicables, al proponer medidas que afiancen las iniciativas antiterroristas en la región. A tal efecto, la Comisión queda a disposición del CICTE y de otros órganos pertinentes de la OEA para brindar asesoramiento en relación con las consecuencias que pueden tener para los derechos humanos las iniciativas que se estén considerando, que puede incluir, por ejemplo, una legislación antiterrorista modelo o medidas específicas de cooperación en asuntos vinculados a la extradición o a la inmigración. 

A este respecto, corresponde resaltar que los Artículos 17 y 18 de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo estimulan la más amplia cooperación entre los órganos pertinentes de la OEA en asuntos relacionados con la Convención, y requieren que los Estados partes celebren reuniones de consulta periódicas en torno a la implementación de la Convención, y que intercambien información y experiencias sobre los medios y métodos efectivos para evitar, detectar, investigar y sancionar el terrorismo. El marco del estado de derecho y del respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales debe ser un  componente central de estos mecanismos de seguimiento.

Asimismo, es vital que mientras los Estados miembros de la OEA mantengan, en la agenda de foros tales como la Asamblea General de la OEA, la Comisión de Seguridad Hemisférica del Consejo Permanente y la Cumbre de las Américas, el tema de los esfuerzos colectivos para controlar las amenazas que plantea el terrorismo a la región, así como para formular respuestas efectivas a tales amenazas, se considere que la cuestión del respeto por las libertades fundamentales garantizados por el sistema interamericano de derechos humanos debe constituir un punto permanente del temario de estos eventos.
Por su parte, la Comisión Interamericana, como órgano principal de la OEA responsable de la promoción de la observancia y protección de los derechos humanos en el Hemisferio, continuará cumpliendo un papel activo en la supervisión del cumplimiento de las protecciones de los derechos humanos en los Estados miembros de la OEA que enfrentan amenazas terroristas. En esta tarea, la Comisión se basará en las conclusiones y recomendaciones de su Informe sobre el Terrorismo y los Derechos Humanos, como referencia al momento de evaluar la situación de derechos humanos en el contexto de los esfuerzos por erradicar el terrorismo. 

A este respecto, la Comisión exhorta una vez más a los Estados miembros, individualmente y a través de los órganos del sistema interamericano, a que utilicen el Informe de la Comisión como herramienta en su lucha contra la violencia terrorista. Sólo mediante nuestro esfuerzo concertado se podrá garantizar realmente la seguridad de la población de nuestro Hemisferio.

Muchas gracias.
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